Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 15 minutos.) 


-La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social, atenta a los problemas relacionados 
con una situación de orden gremial por la que atraviesa el laboratorio Gramón Bagó -cuyos 
funcionarios ya estuvieron presentes en este ámbito-, tiene el gusto de recibir a sus autoridades, 
concretamente, el señor Enrique Insausti, el escribano Orosman Gianero y los doctores Enrique Móller, 
Nelson Larrañaga y Jorge Campomar. 


Nuestra intención es escuchar su versión de los hechos porque estamos ante un problema 
que nos tiene preocupados. 


SEÑOR INSAUSTI.- Muchas gracias por recibirnos, pues creemos que esta instancia es importante. 


Desde el año 2007 me desempeño como Gerente de Marketing del laboratorio Gramón 
Bagó, donde también desarrollé funciones en el período comprendido entre 1992 y 1998. 


A continuación voy a hacer una breve reseña del tema que nos ocupa. 


El laboratorio Gramón Bagó es una empresa nacional resultante de la fusión de otras dos, 
también nacionales: Gerardo Ramón y Compañía, y Laboratorios Bagó, que tienen más de ochenta 
años en el país. 


Contamos con una planta de producción propia. Hasta el año 2006 estábamos ubicados en 
el décimo lugar del mercado farmacéutico, y actualmente somos la segunda empresa porque hemos 
tomado algunas representaciones de otras líneas. 


Nuestro relacionamiento con el Sindicato de la Industria del Medicamento y Afines -SIMA-, 
hasta octubre de 2013 fue bueno y razonable, con períodos mejores que otros. 


Somos una empresa que paga alrededor del 11 % promedio por encima del laudo -sabido es 
que la industria farmacéutica tiene un buen nivel salarial-; a modo de ejemplo, la persona que gana 
menos -un cadete- recibe $ 15.000 al mes, así como una serie de beneficios que tienen la industria en 
general y Gramón Bagó en particular. Si los señores Senadores lo desean, dejaremos en poder de la 
Comisión un listado de los mismos. 


De los 220 funcionarios con que actualmente cuenta el laboratorio, entre 35 y 40 están 
sindicalizados, número que corresponde a la mitad de quienes lo estaban a octubre de 2013. En lo 
personal, creo que la consecución de hechos provocó que mucha gente se desafiliara, o no estuviera 
de acuerdo con determinadas líneas de trabajo. 


Concretamente, ¿cuáles son hoy las diferencias que tenemos con el SIMA? 


Tal como surge de la lectura de la versión taquigráfica de las instancias que ha habido en esta 
Comisión y en la respectiva de la Cámara de Representantes, se nos acusa de violar el convenio 
colectivo, de cometer acoso moral, laboral y psicológico, así como también sexual, y de realizar 
despidos arbitrarios antisindicales y represión sindical. 


Me voy a referir al convenio colectivo que la industria acordó en octubre de 2013. 


Se menciona a la funcionaria Analía Negrón, con quien el 7 de agosto de 2013 firmamos un 
acuerdo en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, definiendo su tarea de promotora. 


Un problema que tiene la industria es que la última definición de categorías y tareas data del 
año 1985; por lo tanto, muchas de las tareas que hoy se realizan como, por ejemplo, la de 
computación, en aquel entonces estaban prácticamente en pañales. Por eso decimos que muchos 
procedimientos y tareas que hoy existen, allí no figuran. Entonces, como decíamos, el 7 de agosto de 
2013 acordamos con la funcionaria sus nuevas tareas y, además, mejoramos su salario. Repito: este 
acuerdo lo firmamos con el Sindicato, en el ámbito del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


El 9 de octubre la citada funcionaria se certifica por un cuadro depresivo y el 10 de octubre el 
SIMA se presenta ante la Gerencia exigiendo la firma de un convenio en el que se le asignaba la 
categoría de vendedora. Nuestro planteo fue el siguiente: «No precisamos una vendedora. Ella no 
realiza ni realizó nunca tareas de vendedora. Sí necesitamos una promotora; a esos efectos, hace 
sesenta días firmamos un acuerdo donde le asignamos, además, algunos beneficios adicionales.» 


El SIMA agudizó las medidas y nos amenazó con tirar volantes y empeorar el conflicto si no 
aceptábamos pasarla a vendedora o al primer puesto de visitador médico que quedara libre. 
Respondimos que no lo haríamos. En la última reunión tripartita, el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social planteó una fórmula en el siguiente sentido: como el tema de categorías figura en el convenio 
que se va a discutir en una Comisión especial a definir, como muestra de buena voluntad que se 
aumente el salario de la persona, que ella se reintegre al trabajo, y luego se discuta la categoría; si la 
suya justifica otra nomenclatura, le será dada. Si bien el laboratorio Gramón Bagó no estaba de 
acuerdo por entender que ya se le había mejorado el salario hacía sesenta días, de todos modos 
aceptó la propuesta, como muestra de buena fe para solucionar el conflicto, dado que mucho se había 
discutido en el convenio colectivo y no queríamos ni entendíamos pertinente continuar. 


El SIMA rechazó esta oferta y, a partir de allí, quedamos esperando una nueva propuesta. No 
la hubo. Por nuestra parte, aceptamos lo que propuso el Ministerio. Luego el SIMA nos acusó de no 
respetar categorías por casos de función mixta. Esto significa que aquel trabajador que realiza en equis 
cantidad de tiempo algunas tareas de una categoría superior merece el reconocimiento de esa 
categoría. Esto sucedía con los «blisteadores», aquellas personas que acomodan los comprimidos 
para que queden perfectamente adentro del blíster. Al respecto, tuvimos una inspección del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social que, en primera instancia, no hizo lugar al reclamo del SIMA, pero el 
Sindicato apeló, y nosotros respondimos. Vale aclarar que esa inspección fue sorpresiva, no 
preparada, y nosotros no sabíamos que se iba a hacer. Como dijimos, el SIMA apeló, nosotros 
respondimos y esto está en curso en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Entendemos que estas dos causas de las que se nos acusa son estrictamente de categorías 
y, a ese respecto, el convenio colectivo firmado con el sindicato establece, primero, una cláusula de 
paz en la que se menciona que por estos hechos no se harán reclamaciones en tanto el convenio esté 
funcionando, y que no habrá conflicto; segundo, que se solucionarían las controversias por medio de 
una Comisión especial y, tercero, que se crearía una Comisión tripartita, integrada por los industriales, 
los trabajadores y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, para discutir y redefinir categorías. El 
SIMA nos acusa de desconocer las categorías pero, en realidad, nosotros nos atenemos a lo que 
acordamos en octubre, que terminó siendo firmado el 4 de noviembre de 2013. 


Respecto al caso de acoso sexual, en las actas se alude a una persona -no la vamos a 
nombrar- que fue despedida de la compañía por haber realizado una arenga política cuando en Punta 
del Diablo la autoridad competente decidió retirar viviendas que no estaban construidas 
reglamentariamente. El 15 de setiembre esta persona envía a toda la compañía -usando la intranet- un 

e-mail agraviando a las autoridades departamentales que habían permitido eso y al Gobierno, con 
frases como «Yo los voté. No los voto nunca más. Son una m...», etcétera, en clara contravención con 
las normas de la compañía, que no permiten esa clase de situaciones. Inmediatamente la citamos y 
ella solicitó un montón de beneficios. Entre otras cosas, dijo que quería más dinero porque había sido 
acosada sexualmente. Ante esto, le pedimos por favor que constituyera el caso, hiciera la denuncia y 
nos diera las pruebas que tuviera para actuar sobre el asunto, máxime cuando existe una ley relativa al 
acoso sexual que exige determinadas condiciones y actuaciones de nuestra parte. Ella dijo que no, que 


lo que quería era una gratificación. Así pues, ocho días después, el 23 de setiembre, en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social y en presencia de los abogados de la Cartera, la abogada de esta persona 
y nuestro asesor legal, firmamos un convenio por el cual se retiraba de la compañía y no tenía 
absolutamente más nada que reclamar ni que denunciar. Con posterioridad le solicitamos que si tenía 
algún elemento que pudiera servirnos para profundizar en el tema del acoso sexual, nos lo acercara, 
pero hasta el día de hoy no ha enviado nada. 


El sindicato nos acusa de esto, e inclusive nos amenazó diciendo que si no aceptábamos 
toda la plataforma, iba a realizar una volanteada. Por nuestra parte, no lo aceptamos porque 
entendimos que era, claramente, un tema de categorías, y que eso estaba inserto en la discusión en el 
Ministerio y las Cámaras. Fue así que realizaron la volanteada -tengo aquí uno de los ejemplares de 
los volantes que circularon en su momento- y nosotros iniciamos un juicio penal, llevado adelante por el 
doctor Móller. Además, pintaron todos los muros de la empresa y escribieron los nombres de 
determinadas personas -entre ellos, el mío propio-, acusándolas de acosadores sexuales y de 
represores «ayer, hoy, siempre». 


En este juicio penal el SIMA se retracta de haber ensuciado nuestros nombres y de que no 
era su intención hacer tal cosa. Solicitamos las pruebas nuevamente -si las tenían- y tampoco 
aparecieron, pero entendimos que mediante la retractación el sindicato estaba dándose por satisfecho 
con el tema y, además, no presenta denuncia. 


Quiero dejar en claro que si se leen algunas versiones taquigráficas de estas Comisiones 
parece que nosotros fuéramos los denunciados y ellos los denunciantes. ¡No! Hicimos la denuncia 
penal personalmente quienes nos sentimos agraviados injustamente, sin ningún tipo de pruebas, y 
gratis, como se suele decir hoy. 


Por último, con respecto a los despidos antisindicales, la represión, etcétera, quiero 
entregarles una gráfica que muestra que desde 2006 -no tengo registros anteriores- siempre hubo una 
organización sindical y que el laboratorio no tiene ninguna aversión al sindicato. Como dije al principio, 
es claro que a partir de octubre de 2013 -que es cuando comienzan todos estos conflictos- 
lamentablemente hay una curva muy aguda de pérdida de afiliados porque hay gente que no quiere 
este tipo de situaciones y se desafilia. Entonces, no somos nosotros que obligamos ni pedimos que se 
desafilien; no tenemos cómo hacerlo ni tampoco queremos hacerlo. 


Esos visitadores eran dos vendedores del área de la línea hospitalaria, que es una de las 
cuatro divisiones que tenemos. En el mes de agosto de 2013 nos comienzan a llegar comentarios - 
ellos trabajan con enfermeras y nurses o licenciadas en enfermería- que hacen dudar de si realmente 
eran visitados por el personal de acuerdo con lo que pedíamos. Hasta ese entonces ellos realizaban 
una reunión semanal con su jefe y el gerente. El relato de trabajo se hacía a través de un parte verbal, 
porque así funcionaba -era una línea que habíamos tomado-, y la relación de confianza era realmente 
muy grande. Cuando empiezan a suscitarse estas dudas comenzamos a investigar. Se denuncia al 
gerente y al supervisor de acoso laboral. Intervengo en el tema y planteo que la subjetividad de «si 
trabajo mucho o poco, o no trabajo», en las otras líneas se resolvía muy sencillamente: dejar de hacer 
el parte verbal y pasar a hacerlo escrito. En la industria farmacéutica, desde siempre, el parte escrito 
es el único documento que tienen la empresa y el vendedor para mostrar y documentar su trabajo. 


A partir de allí empecé a recibir los partes personalmente para controlar que no hubiera 
desvíos en el trabajo ni en las observaciones y encontramos algunos hechos llamativos, cosas que no 
cerraban, como por ejemplo un hombre que visita ocho veces en el mes a una nurse y que un día de 
ellos la ve de mañana y de tarde. Entonces, fuimos a conversar con la nurse, con la licenciada en 
enfermería, que nos dice: «¿Qué es lo que pasa que la semana pasada vino el vendedor fulano 
pidiéndome que le presentara a tal persona, la ecónoma. La ecónoma no tiene nada que ver, no recibe 
-y este es un caso de Sanidad Militar-, no tiene por qué recibir vendedores, ya que no es su tarea ni 
hace nada con ellos». Dijo que a ella, en general, allí, en Sanidad Militar no la ven porque hay 
pacientes oncológicos y es incómodo. Agregó que la ven en Médica Uruguaya, a lo que le pregunté si 
la vieron y me respondió que no, que se habían visto, pero que no habían trabajado, y que allí, en 
Sanidad Militar, tampoco. Le pregunté: «¿Y a la ecónoma?» Me respondió que no tenía por qué verla; 
que si quería, la llamaba. La llamé y le pregunté: «¿Usted conoce al señor Walter Ravaglia?» Me 


respondió que no sabía y me preguntó, a su vez, quién era. Le expliqué que era un vendedor de la 
compañía, a lo que me contestó que no recibía ni vendedores ni visitadores. Yo había llevado la foto; 
como trabajé veinte años en la calle sabía que a veces sucedía que por la foto la gente reconoce, pero 
por el nombre no. Le pregunté si conocía a ese señor de la foto y me dijo que nunca lo había visto, 
reiterando que además ella no recibía. Le agradecí y me retiré. 


En ese mismo momento, otro de los vendedores de esta línea tenía que ir al Hospital Pereira 
Rossell, y encontramos que una de las bombas de infusión que nosotros vendemos -que hace tres 
años debía estar retirada del mercado, y ellos eran los responsables- aún estaba allí. El supervisor dijo 
que eso había que sacarlo porque no hay cañitos para que funcione. Hay determinados pacientes 
delicados que requieren que el líquido entre en sus venas en dosis y tiempos muy precisos. Muchas 
veces, se trata de pacientes oncológicos y o que requieren de antibióticos. Esa bomba nuestra se usa 
con unos caños especiales que admiten todo ese funcionamiento. Para esas bombas hace años que 
no hay caños, no hay tubuladuras. Sin embargo, esa tubuladura seguía funcionando allí y esterilizaba. 
En ese momento el supervisor retiró la bomba y dijo que eso no podía ser. Preguntó: «¿No viene fulano 
aquí?». Y la respuesta fue: «Aquí no viene nadie». Empezamos a averiguar y no encontramos quién 
era una persona llamada Christian Rodríguez -también en el Hospital Pereira Rossell-, salvo el jugador 
de la selección o un ginecólogo del Hospital de Clínicas. 


Ahora bien, estando internado el gerente, a quien le habían operado el ombligo - 
concretamente, le habían colocado una vaina, en una intervención sencilla pero que requería estar 
internado uno o dos días-, con una bomba de las nuestras colocada en MP, le preguntó a una nurse si 
eso funcionaba bien. Le dijo que sí, que eran bárbaras. Entonces el gerente le recordó quién era y que 
la veía en el Hospital Maciel; ella le dijo que sí, que recordaba más o menos, pero que hacía años. 
«Bueno, ¿y qué tal esto?», preguntó y la respuesta fue: «Bien, muy bien; nos vendría bien que viniera 
alguien a dar charlas y a enseñarles a las enfermeras nuevas». La contestación fue: «Bueno, pero 
nosotros estamos haciendo mantenimiento preventivo, vamos a venir, etcétera». E inmediatamente 
preguntó: «¿Pero a ti no te ve Diego Pérez?» y la respuesta fue: «No, no sé; aquí nunca vino nadie por 
las bombas». Nosotros tomamos los partes de trabajo y allí, el señor Diego Pérez, la semana anterior a 
la que estuviera operado el gerente, pasó como visitando a esta señora. 


Quiero decir que luego de investigado esto, reuní a los dos por separado y siempre accedí -y 
así fue- a que estuvieran presentes delegados sindicales del comité de base de la compañía. Y 
consultaba sobre esa irregularidad; personalmente fui a constatar, además del gerente de la línea y del 
supervisor, si los hechos eran tales, máxime cuando había habido una denuncia de persecución por 
haber ido a preguntar. Uno de ellos dijo que se había equivocado en el nombre, que era Morales y no 
Rodríguez, pero en su fichero figuraba Rodríguez. Después pasa por la proveeduría de la Española y 
anota el nombre de una persona que estaba sumariada. Llamamos a esa institución y se nos informa 
que esa persona no se presentaba desde el día 22. Y se nos dice: «No me acuerdo, porque cuando fui 
anoté en proveeduría y como siempre lo veo a él, puse su nombre». Entonces, le señalé: «En la 
Española nos dijeron que el día 22 había sido despedido, pero que lo más grave era lo que había 
sucedido» -fue lo que ya relaté anteriormente- «mientras su jefe estaba internado». Me contestó que no 
sabía que su jefe estaba internado. Insistí en que sí, que estaba internado allí y me dijo que ella no 
era importante. Le señalé que nadie estaba diciendo si había ido muchas o pocas veces, sino que ella 
no lo conocía. Me contesta: «Bueno, no, pero en fin...». 


Así terminó la reunión. El tema se discutió con la dirección de la compañía, cuya decisión fue 
tajante -la industria siempre ha sido así-: un medio dibujo -como se le dice- es tarjeta roja, es decir, 
despido. ¿Por qué? Porque la persona está en la calle y tiene una cantidad de beneficios: gana entre 

$ 120.000 y $ 140.000, se le pagan todos los gastos del auto y demás; es una persona a la que 
le exigimos seriedad. Por lo tanto, en ese caso no hay dos opiniones. Pero como se trataba de una 
persona joven y de la pérdida de confianza accedí -y también lo hizo la dirección de la compañía- a no 
reportarlo como despedido sino a pagarle su indemnización por despido que, en este caso, oscila en $ 
1:000.000. Asimismo, se comunicó que él renunciaba, que se iba de la compañía porque no queríamos 
contar más con sus servicios. Eso fue lo que sucedió. Personalmente le pedí que lo pensara y que al 
día siguiente me avisara. Al día siguiente, reuní a toda la fuerza de ventas, incluso a los delegados 
sindicales, y comuniqué la decisión tomada, que fue aceptada. El señor se fue y no apareció más; 
tuvimos que intimarlo para que devolviera los bienes de la compañía: la computadora, el teléfono y 
demás, porque no lo hacía. 


Con respecto al otro caso, el relativo a Sanidad Militar, el señor fue citado por mí. Comenzó a 
los gritos y entonces solicité a quienes estaban allí quedarme a solas con él un momento y 
conversamos sobre algunas instancias en las que yo lo había visto fuera de horario -hecho del que no 
tengo más pruebas que mi visión-, pero la prueba que sí había constatado era que si bien iba a 
Sanidad Militar no lo hacía para ver a esa persona; es más, esa persona no lo conocía. Por lo tanto, se 
trataba de un caso de pérdida de confianza. La persona se enojó mucho; le dijimos que por pérdida de 
confianza lo que podíamos ofrecerle era lo mismo que siempre hemos hecho -y que en general la 
industria siempre hace-: otorgarle un retiro y que firmara la renuncia, cosa que se comunicaría y cada 
cual volvería a tomar su camino. Como decía, la persona comenzó a los gritos, insultó bastante a 
quienes estábamos allí y a la compañía, y se retiró. Las pruebas que se dice que presenta que rebaten 
estos hechos, no existen; no son valederas, son pruebas inválidas. 


Es cuanto quería decir. 


SEÑOR CAMPOMAR.- Soy el asesor del laboratorio. Con respecto a las pruebas, quiero decir que en 
virtud de que se involucra a un profesional escribano con acusaciones graves, me gustaría que el 
escribano Gianero exponga a los señores Senadores sobre el procedimiento que se llevó a cabo y la 
forma en que se labraron las actas que contienen las declaraciones de las personas involucradas, 
quienes manifestaron los hechos que acaba de narrar el señor Insausti y por lo cual se configura el 
famoso dibujo en los informes de los visitadores médicos. 


SEÑOR INSAUSTI.- Quisiera agregar algo. 


El despido se realiza antes de buscar pruebas. Con la prueba de verificación del Gerente y 
del Gerente de marketing de la compañía tomamos la decisión porque no nos quedó ninguna duda. 


Las actas fueron solicitadas luego porque el sindicato decía que mentíamos, que todo esto era 
mentira. Por lo tanto, como forma de soporte, agrego -puedo también dejar copia de las actas-, que los 
despidos fueron realizados el 4 y el 17 de febrero, mientras que las actas son bastante posteriores. 


SEÑOR GIANERO.- Soy el Escribano de la empresa desde hace unos cuantos años. 


Ante esta situación se me puso de manifiesto lo que se quería constatar y se me preguntó si 
era posible levantar un acta con estas enfermeras o nurses que testificaban que estas personas no 
habían concurrido en las fechas que ellos habían expresado en los partes. Respondí que sí, que era 
perfectamente posible y que el acta se podía labrar con la firma del declarante o podía no firmarla, que 
eso era opcional. 


Previamente se concertó el día y la hora en que yo concurriría. En primer término, el 
encuentro fue en Sanidad Militar del Hospital Militar, en compañía del señor Insausti y del Supervisor, 
el señor Celsa. Una vez allí, nos dirigimos al sector hematología. El Supervisor, que era quien conocía 
a estas personas, las llamó y nos hicieron pasar a un lugar privado. Se les explicó que se les iba a 
tomar declaración sobre determinados elementos de visitadores de la empresa. 


Las actas fueron levantadas con todas las garantías. Se les explicó que yo era escribano, les 
hice una serie de preguntas, tomé nota en ese momento y el acta la redacté con posterioridad. Esto lo 
llevé a cabo con dos personas: una licenciada y una ecónoma. El señor Insausti exhibió -esa fue su 
única participación- el carné de salud del visitador para ver si conocían o no a esa persona. Dijeron 
que no y se levantó el acta con todas las garantías. 


En Sanidad Militar se presenta el sindicato de enfermeras -porque luego me llegó esa 
documentación- pidiendo que el Ministerio de Defensa Nacional anulara las actas labradas por mi 
persona, es decir un procedimiento totalmente irracional. No le corresponde al Ministerio de Defensa 
Nacional pronunciarse sobre la validez de un acta notarial. Es una cosa totalmente descabellada. Eso 
lo menciono en cuanto al Ministerio de Defensa Nacional. 


En cuanto a MP también se coordinó previamente con una funcionaria que no sabía cuál era 
su cargo. Cuando hice el acta de solicitud se me dijo que era una nurse y cuando encabecé el acta 
puse que se tomaría declaración a la nurse, pero luego establecí que se interrogó a determinada 
persona que dijo ser fulanita, pero no se le adjudicó ningún título. Y, entre otras cosas, en las actas de 
la Comisión se dice que yo le adjudico títulos y si eso no es delito. Hay todo un manejo de la situación 
que es increíble. 


Esa persona, incluso -que fue interrogada por mí, donde se tomaron apuntes y nos hicieron 
sentar en un escritorio- en todo momento sabía que estaba declarando ante un escribano. Es más, 
cuando se le preguntó -eso surge del acta labrada por mí- si en el último año había visto alguna vez al 
señor Diego Pérez, dijo que hacía unos pocos días que lo había visto por primera vez, y que tenía una 
tarjeta que le había traído este visitador que al dorso, de puño, había escrito la fecha en que la había 
visitado. Me dijo: «¿Quiere que le dé esta tarjeta?». Le respondí: «Sí; cómo no. Démela que la 
protocolizo». Esa tarjeta dice «Visitador de Gramón Bagó, Diego Pérez» y al dorso está escrita la 
fecha «25 de febrero». O sea que la primera vez que esta persona fue ahí, ya había sido despedida por 
el laboratorio. 


Quiero aclarar también que se hizo con todas las formalidades que impone la ley y la 
reglamentación, y que se intenta ensuciar mi trayectoria de 34 años de escribano y miembro del Poder 
Judicial. Ejerzo la fe pública y por un trabajo de esta naturaleza jamás voy a inventar. Incluso, se llegó 
a decir por parte del sindicato que yo no estaba presente, es decir que argumentaron que se recurrió a 
un escribano público que no se presentó a tomar la declaración. Sin dudas, esto es gravísimo y amerita 
que se lleve a cabo una acción penal frente al sindicato por daños y perjuicios contra mi honor y mi 
persona. 


Posteriormente, se levantó un acta en la que la funcionaria de Medicina Personalizada 
únicamente declara que yo no le aclaré que era escribano, lo que es mentira, pero en ningún momento 
niega ninguno de los elementos que surgen del acta, que es bastante extensa y los señores Senadores 
deben conocer. Asimismo, quiero agregar que esta nurse o enfermera dice que mi acta se levantó sin 
las formalidades requeridas. Sobre esto, cabe preguntarse cómo una enfermera puede decir cuáles 
son las formalidades para levantar un acta notarial; evidentemente, esa declaración fue guiada. Pero 
además, el Reglamento Notarial en su artículo 173 dice que el escribano cuando va a tomar una 
declaración puede expresar a la persona su calidad de tal al inicio o antes de finalizar la diligencia. 
Quiere decir que en lo personal estaba perfectamente habilitado para tomar la declaración y luego 
darle a conocer mi calidad de escribano. Esto no sucedió así, pero era absolutamente viable. 


Por consiguiente, no hay ningún argumento jurídico para atacar estas actas y cuando se ha 
tratado de hablar jurídicamente con esta gente se negaron en todo momento. Esto significa que el 
sindicato es el que determina si las actas son válidas o nulas. 


Finalmente, quiero decir que estoy a las órdenes para lo que me quieran preguntar, porque 
sé que mi nombre ha sido ventilado en la Comisión de la Cámara de Representantes y también en la 
del Senado. 


SEÑOR CAMPOMAR.- A los efectos de completar la información que los señores Senadores merecen 
recibir me gustaría que el doctor Nelson Larrañaga los pusiera al tanto, en forma sumaria, de todas las 
negociaciones que el laboratorio ha intentado hacer hasta la fecha para solucionar este conflicto. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- En primer lugar, quiero decir que junto con el doctor Campomar y el doctor 
Móller fui contratado por el laboratorio el mes pasado en mi calidad de experto en Relaciones 
Laborales. Tomé conocimiento de los antecedentes de este conflicto desde una visión más 
desapasionada y objetiva por no haber estado en todas las etapas. Pude ver las actas notariales que 
referenció el escribano Gianero y tomé conocimiento del incumplimiento grave de las obligaciones 
laborales. Esas actas notariales son instrumentos públicos y hacen plena fe de su contenido hasta que 
no se demuestre lo contrario; sin dudas, el señor Senador Pasquet que es especialista en Derecho 
Civil me puede respaldar en la afirmación que acabo de hacer, ya que el artículo 1574 del Código Civil 
es muy claro al respecto. Esto significa que hasta que no haya una tacha de falsedad de las actas 
notariales labradas por el escribano Gianero hacen plena fe, plena prueba. El escribano Gianero es 


una garantía en el ejercicio del poder legal de dar plena fe de que lo que estas personas le dijeron es 
verdad hasta que no se demuestre su falsedad. Entonces, con base en esas pruebas está claro que 
hay un incumplimiento de las obligaciones laborales que amerita una desvinculación en el plano de la 
relación individual y contractual de trabajo y en función de las leyes de indemnización por despido que 
reconocen el derecho del empleador a cesar la relación laboral. Este tema individual es tomado por el 
sindicato como una reivindicación en el entendido de que, a su juicio, hay un despido antisindical. Ante 
esa circunstancia, me llamó la atención que el sindicato no recurriera a la vía judicial, si entendía que 
había una vulneración de la libertad sindical. Después, el doctor Campomar les va a hablar sobre la 
Ley N* 17.940, sobre fuero sindical, sobre los afiliados despedidos. Cuando entienden que su despido 
fue motivado por razones sindicales y tienen las pruebas de que había represión sindical, al ir 
acompañado con su sindicato -es decir, conformando una legitimación procesal activa conjunta- 
pueden recurrir. Era algo que podían haberlo hecho perfectamente. Podrían haberse presentado con 
las pruebas y en ese debate judicial, el tercero, imparcial, que es el Juez, resuelve el conflicto, y se 
hubiera terminado. Cuando las partes no se ponen de acuerdo, para algo está el Poder Judicial. No se 
recurrió a esa vía por parte del sindicato, sino a la negociación colectiva, que es otro camino. Es una 
estrategia totalmente válida. Se iniciaron negociaciones en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
como mediador. También hubo negociaciones a nivel de la empresa. No hubo acuerdos. El Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social adopta la decisión de entablar negociaciones individuales con las partes 
en el entendido de que una negociación plenaria podría desgastar aún más la relación personal; me 
parece un muy buen camino. 


En la reunión que presencié con el Director Nacional de Trabajo -asistió el Gerente General- 
se le planteó el hecho de que me llamaba la atención que no se recurriera a la vía judicial. Se comentó 
que era por razones de estrategia, que el sindicato no iba a ir a la vía judicial a plantear este tema, que 
prefería la vía de la negociación, y el Ministerio nos planteó, como propuesta, que este conflicto lo 
resolviera la Inspección del Trabajo. Nos llevamos esa propuesta, pero hicimos una contrapropuesta. 
Entendíamos que la Inspección del Trabajo tiene una función de fiscalización y no de árbitro -es decir 
que por la vía de la ley no puede ser árbitro de un conflicto colectivo de trabajo- y, por lo tanto, le 
propusimos recurrir a un arbitraje voluntario, o sea, pactado por las dos partes, en la cual cada una 
designara un árbitro, y que esos dos, de común acuerdo, designaran un tercero. Es un procedimiento 
que, en materia de relaciones laborales, a nivel internacional, se utiliza mucho, y a nivel local, en mi 
experiencia personal lo he practicado, y con éxito. Permite que en no más de cinco días hábiles un 
tribunal arbitral se expida, y es un tercero el que interviene, también imparcial, con un procedimiento, 
con todas las garantías, que está respaldado por la ley -específicamente por el Código General del 
Proceso-, permitiendo recurrir a la vía arbitral. Le propusimos eso al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y trasladó esta propuesta al SIMA, pero no la aceptó. Entendíamos que esa era una vía 
alternativa de solución de conflicto, prevista en la ley de negociación colectiva -en el artículo 15 o en el 
16-, que establece que las partes, de común acuerdo, pueden recurrir a la vía arbitral como un 
mecanismo; cuando se han agotado las negociaciones bipartitas y no se llegó a un acuerdo, es posible 
recurrir a la vía arbitral, si no se quiere recurrir a la judicial. 


Ante esta negativa del SIMA, en realidad ahí la empresa propuso instalar una mesa de 
negociación con los respectivos asesores de la empresa para analizar en conjunto las pruebas 
presentadas por el sindicato, a modo de contrapruebas de las que tenía la empresa, en el entendido de 
que esta era una cuestión jurídica y que, evidentemente, en el equipo legal no iba a tener una reunión 
con dirigentes sindicales que no tienen formación jurídica. Entonces, le ofreció que participara el 
abogado del SIMA. Me puse en contacto con él pero no recibí respuesta. Por lo tanto, interpretamos 
que esa vía no fue autorizada por el sindicato, con lo cual se frustró una nueva posibilidad de solución 
de este conflicto. Queríamos dar al abogado la visión jurídica oficial de la empresa y trasmitirle nuestra 
opinión en el sentido de que las pruebas presentadas por el laboratorio hacían plena fe, pero que si 
pretendían impugnarlas, podían emplear un procedimiento judicial llamado «tacha de falsedad». 


El Ministerio convocó nuevamente a la empresa el 17 de junio, hablamos con el Director 
Nacional de Trabajo y con el doctor Illarramendi, que es el negociador de la industria farmacéutica. Allí 
se dijo que nos enviarían por escrito una propuesta oficial del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
A la fecha no hemos recibido esa propuesta escrita, aunque agradecemos al Ministerio todos los 
esfuerzos que ha hecho para solucionar este conflicto. 


Como síntesis de esta exposición, creemos que cuando las partes no se ponen de acuerdo 
sobre un tema estrictamente jurídico, hay que recurrir a un tercero imparcial mediante un procedimiento 
con todas las garantías, ya sea recurriendo al Poder Judicial -en el caso del SIMA y de los trabajadores 
despedidos- o a la vía arbitral voluntaria. Por otra parte, este último procedimiento es promovido por la 
OIT para solucionar conflictos colectivos. 


Le cedo el uso de la palabra al doctor Campomar para que mencione los antecedentes de la 
Ley N* 17.940 sobre fueros sindicales. 


SEÑOR CAMPOMAR.- A modo de conclusión y luego de haber leído la versión taquigráfica de las 
palabras pronunciadas por los representantes del sindicato en esta Comisión, quiero hacer dos 
precisiones que entiendo son relevantes. 


En primer lugar, se afirma por parte del señor Balboa -de acuerdo con la versión taquigráfica- 
que se ha denunciado el acoso sexual en la empresa en forma bipartita, en la Dirección Nacional de 
Trabajo, en la órbita de la negociación colectiva, y en la Inspección General del Trabajo y de la 
Seguridad Social. Se dice que esto se ha hecho por escrito, solicitando la inmediata intervención. Esto 
es falso; hasta hace veinte días esto no existía. Esto que se dijo no es cierto. 


En segundo término, Gramón Bagó no es una empresa multinacional; es una empresa 
nacional llamada Gramón Bagó Uruguay Sociedad Anónima. 


En tercer lugar, como ya se expresó, las actas que tiene el Laboratorio fueron elaboradas 
con la presencia del escribano; no es lo que surge de la versión taquigráfica de las declaraciones que 
se hicieron en esta Sala en el sentido de que el escribano no estaba presente. Esto también es grave. 


El cuarto comentario que me gustaría poner a consideración de esta Comisión, ya que 
estamos en el Parlamento y que aquí se trató la ley de libertad sindical, es el siguiente. A algunos les 
llama la atención por qué no se acude a la ley para obtener la restitución de un trabajador que se 
entiende fue injustamente despedido, o cuyo despido fue motivado por un acto sindical. A ello tiene 
todo su derecho y me parece de estricta justicia. Además, en ese caso, el trabajador tiene el derecho 
de la restitución económica de todo lo que dejó de percibir desde el tiempo que cesa hasta el momento 
que se lo reinstala. 


Aquí el sindicato invoca -sin decirlo- y se acoge al derecho consagrado de la ley sindical, que 
es la reinstalación, lo cual es uno de los motivos de este conflicto. Pero a lo que no se acude y se 
desconoce es el procedimiento a seguir por la ley. Se pretende imponer por la fuerza lo que no se hace 
de acuerdo a derecho, y esto es grave en un Estado democrático, como también cuando se denuncia 
en una Comisión del Parlamento, que fue la encargada de elaborar o proyectar la ley. 


Me voy a permitir dejar constancia de algunas de las cosas que se dijeron en esta Comisión 
del Senado cuando se trató el proyecto de ley sindical. 


Lo siguiente lo pueden corroborar con las actas de esta Comisión. El Ministro de la época - 
que creo era el señor Bonomi- expresó: «En la medida en que se establece que un despido sindical es 
nulo, la mejor forma de corregir eso es mediante la reinstalación. Y la mejor ley es la que evita el 
despido antisindical y da garantías a las partes sobre cómo llevar adelante el proceso». Se está 
refiriendo al proceso de reinstalación. En otra parte se expresa: «Si bien me parece que la reinstalación 
es correcta, pienso que tiene que llegarse a ella mediante un proceso que ofrezca garantías a las 
partes. El país tiene convenios acordados con la OIT y es uno de los caminos que hoy se está 
siguiendo. Inclusive, países que no los tenían los están aprobando ahora pero con garantías. Es así 
que a partir de que se establezcan esas garantías y de que se mejore este proceso, yo comparto la 
reinstalación». 


El señor Senador Michelini también expresó en esa Comisión: «Inclusive, el Pit-Cnt tampoco 
quiere que la protección sindical se convierta en una protección ante cualquier despido. Ese no es el 
objetivo». 


El señor Ramos, representante del Pit-Cnt, decía en esa misma Comisión: «El sindicato no 
puede ser Juez del reclamo. Establecer reglas de juego claras con la implantación de la ley de libertad 
sindical supone una garantía para todas las partes». 


La pregunta es por qué el sindicato, que hace acusaciones de mucha gravedad, no acude a 
la vía legal, cuando el propio Parlamento le ha marcado y señalado el camino que debe recorrer. ¿Por 
qué se pretende imponer por la fuerza una solución que establece la ley en un Estado de derecho? La 
respuesta se la dejo a los señores Senadores, pero me parece que cualquiera sea ella, se desconoce 
en un Estado de derecho, la ley. Reitero, tenemos un conflicto que no se ha podido solucionar por la 
vía de la negociación; el sindicato tiene el camino legal que le ofrece la ley, a través de un 
procedimiento sumario -que ustedes ya conocen-, pero no acuden a él. Además, tenemos el agravante 
de que ni siquiera tienen que probar en un procedimiento de esta naturaleza ninguna prueba. Es más, 
la prueba se invierte, la prueba la tiene que dar el laboratorio y ellos no tienen que probar nada. 
Entonces, tienen todas las armas legales, las armas fácticas, para obtener la reinstalación si es que 
tienen derecho. 


Nada más, muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les recuerdo a los señores Senadores que está esperando el señor Ministro 
junto con sus asesores para ingresar a Sala y nos han comunicado que tienen poco tiempo. 


SEÑOR LORIER.- Antes que nada, quiero saludar a los integrantes de la delegación del laboratorio 
Gramón Bagó. 


Quiero decir que no tenemos en nuestro ánimo -estoy hablando muy particularmente- ningún 
prejuicio con respecto a la industria farmacéutica, que entendemos es una industria de punta a nivel 
tecnológico nacional. Estamos orgullosos de tener la industria que tenemos. Estamos orgullosos de 
que quizás sea ella la que represente los procesos más innovadores y trascendentales de un camino, 
que es el que debe seguir nuestro país para insertarse en el mundo, a través de la incorporación de 
ciencia, tecnología y valor agregado. 


Defendimos muchísimo a este sector cuando en determinado momento, desde nuestro punto 
de vista -no quiero involucrar a nadie de los que están presentes-, estaba en peligro su propia 
existencia si se firmaba un tratado de libre comercio con determinados países que implicara problemas 
en materia de patentes y de realización de actividades de punta -como la que estoy señalando- en 
materia tecnológica. Hoy, estamos muy preocupados en elevar la mira, en salir de los detalles -que no 
dejan de ser importantes-, porque nos encontramos, justamente, ante un sector al que hemos 
defendido, apreciamos muchísimo la importancia que tiene, y que reconocemos que es un laboratorio 
que tiene en sus capacidades tecnológicas un muy alto valor. 


Nuestro interés es encontrar una solución lo más rápidamente posible. Queremos que el 
conflicto se levante sin que se desprestigie a los trabajadores -a los que he visitado en la carpa, donde 
me estuve informando de la problemática-, ni tampoco al laboratorio por una situación que no es de 
mucho marketing. 


El primer aspecto sobre el que quiero referirme es que este Senador -no hablo en nombre de 
la Comisión- quiere que las partes se sienten a conversar, que superen cuestiones personales que 
están presentes -pido disculpas si me equivoco o subjetivizo algunos elementos-, y miren desde otro 
ángulo el problema en la búsqueda de soluciones. 


Pero lo cortés no quita lo valiente. Acá se han señalado que de cuatro trabajadores que 
conforman el área, tres iban a ser despedidos. Como uno de ellos no estaba sindicalizado, no tuvo ese 
problema; los otros dos que fueron despedidos sí pertenecían al sindicato y, en el caso del tercer 
trabajador -según figura en la versión taquigráfica de la comparecencia de los trabajadores en la 
Comisión- se detiene su despido gracias a una negociación colectiva que entendemos es el camino 
más lógico para la solución de esta controversia, que ha dado muy buenos resultados y que por eso 
debe continuar procesándose. 


Por otro parte, nos llama la atención y nos preocupa -salvo que ustedes tengan elementos 
para refutarlo- que de cuatro funcionarios, tres estaban sindicalizados. Hay un antecedente de 1993 de 
persecución a escala sindical y a la no existencia, durante muchos años, de la defensa de los intereses 
legítimos de los trabajadores. 


Por otra parte, existe una observación de un funcionario de vuestra empresa, el señor Gatto, 
que me interesa subrayar. Textualmente, él expresa: «Asimismo, quiero remarcar que los dos 
trabajadores despedidos no tienen observación verbal ni sanción alguna anterior, que reciben -aquí me 
incluyo-»  -este funcionario era el tercero que iba a ser despedido y no lo fue- «premios por llegar 
todos los años a los estimados de venta y que tienen seis y siete años de trabajo en el laboratorio». 
También acá tenemos un antecedente que no podemos pasar por alto. 


No voy a defender -diría- aspectos particulares de los que estoy tratando de salir. Cuando 
hablo de una salida, me refiero a una solución que contemple los intereses de todas las partes y que 
sea, como en todos los conflictos, una solución intermedia, es decir, no un despido sino, tal vez, una 
suspensión, o un elemento que las partes negocien, pero que no conduzca a agravar la situación ni 
involucre a toda la industria nacional que -repito- desde el comienzo estoy defendiendo, pues considero 
que todos los uruguayos debemos enorgullecernos de ella, defenderla y protegerla muchísimo, porque 
si creemos que los ataques quedaron en el pasado, estamos muy equivocados. Hoy se están llevando 
adelante acuerdos transpacíficos -y perdonen que introduzca este elemento que podría pensarse que 
nada tiene que ver con el caso de que se trata, pero que en realidad sí está involucrado, porque 
después somos nosotros los que tenemos que votar, o no, acuerdos- que dejan «chiquito» lo que las 
normas del TLC establecían en contra de los intereses de los laboratorios de toda América Latina. 


Quería señalar esto y exhortar a las partes a tener una actitud positiva y no, como me parece 
a mí -y aclaro que no estoy señalando a una parte ni a otra, por separado- mirar los árboles sin ver el 
bosque, ese bosque que representa el interés de salir negociadamente de este conflicto, lograr 
acuerdos -como siempre se han logrado cuando se conversa de manera adecuada y se superan 
situaciones personales- y avanzar en un proceso que favorezca a una empresa y a una mano de obra 
que es muy especializada. 


Luego, por supuesto, escucharemos al Ministerio, pero vuestra comparecencia aquí hoy nos 
parece muy importante. 


SEÑOR CAMPOMAR.- Me parece oportuno que el señor Insausti, que trabaja en la empresa, 
responda a esos tres hechos que ha invocado el señor Senador Lorier, pero antes me gustaría hacer 
una reflexión. 


El señor Senador aludió a un episodio -al cual se referirá el señor Insausti- ocurrido en el año 
1993. Han transcurrido ya 21 años. Más allá de las explicaciones que brindará el señor Insausti, esto 
muestra la sinrazón de los propios sindicalistas, que tienen que acudir al año 1993 para justificar un 
conflicto. Si en este país se comete un delito, transcurridos diez años se borran los antecedentes, pero 
aquí parece que no. Pero, además de eso, a nuestro juicio ni siquiera tienen razón en lo que están 
diciendo. 


Por mi parte, cedería el uso de la palabra al señor Insausti. 


SEÑOR TAJAM..- Si el señor Presidente me lo permite, antes de eso quisiera hacer dos planteos, uno 
de ellos muy puntual. 


Cuando estuvieron aquí los representantes sindicales, el señor Gatto expresó: 
«Anteriormente a octubre del año pasado, se trabajaba en base a la confianza, con los resultados a la 
vista. Luego de octubre se comienzan a llevar los partes diarios, es decir registrar el nombre de las 
personas que son visitadas por nosotros». Esa es la instrumentación que después daría lugar a 
comprobar los hechos a los que ustedes acceden o con los que realizan las pruebas. 


La otra duda que tengo se relaciona con lo siguiente. Hay una declaración ante escribano 
público y otra declaración -que presenta el sindicato- de la misma persona ante otra escribana: 
Nashenka Irina Pereira Gadea, donde se dice que la declarante no autoriza a que se utilice su nombre 
en ningún acto y que no fue informada de encontrarse ante un escribano público cuando se la 
interrogaba. Veo que hay dos actos de la misma naturaleza que se contraponen; entonces, no sé cómo 
se dirime esto. 


SEÑOR CAMPOMAR.- Mediante un Juez, le corresponde al Poder Judicial. 


SEÑOR TAJAM..- En el acta, la escribana Nashenka Irina Pereira dice que se presenta, que exhibe su 
carnet de Escribana y que va a dejar constancia de lo que dirá la declarante. Además, se recalca que el 
escribano no le habría dicho a la declarante para qué le estaba haciendo las preguntas. En el Protocolo 
no consta que se haya identificado. En el Acta de Constatación, el escribano Orosmán Gianero dice 
que se constituye en la sede de Medicina Personalizada, con el Gerente de la Línea Hospitalaria del 
laboratorio Gramón Bagó, señor Antonio Marotta, y el Jefe de Recursos Humanos, señor Gonzalo 
Rodríguez, y que se dirigen al sector donde cumple funciones la nurse Cristina Cambón; luego 
expresa, textualmente: «PRIMERO: Fuimos recibidos por quien dijo ser Cristina Cambón. Acto seguido 
se procedió a realizarle las preguntas», pero no dice que se haya identificado antes. Aclaro que estoy 
preguntando. Tengo dos elementos contradictorios y estoy tratando de situarme lo mejor posible. 


SEÑOR GIANERO..- Esa segunda acta no fue algo espontáneo, sino preparado, lo que surge del tenor 
de la misma. 


Ante todo, nótese que jamás el escribano da todos esos datos, como ser la dirección, el 
teléfono y el correo electrónico, cosa que pone la escribana ahí. No quiero hablar de la otra escribana, 
pero eso demuestra que todo fue armado para decir que el otro escribano no aclaró nada. Ningún 
escribano, cuando va a tomar declaración a una persona, le dice que tiene el estudio en tal lugar, ni da 
su teléfono ni su dirección de correo electrónico. 


En segundo término, se dice que estaba instalada en la puerta de Medicina Personalizada. 
¿Es decir que le tomó la declaración a esta persona en la puerta de Medicina Personalizada, sobre la 
calle Ricaldoni? ¡En ese lugar! Como para no violar nada, como para no decir que entraba a MP; lo 
hubiera hecho en su escritorio. Reitero: eso fue algo armado, y después se agrega la cédula a mano, 
porque no la tenía. Quien dice que no se le explicó, no es la escribana, sino la señora, quien tendrá sus 
razones para haber cambiado su versión. 


Aquí hubo manejos del Sindicato de Enfermería del Uruguay que, en principio, no tiene nada 
que ver con este conflicto. Estoy hablando del mismo sindicato que en el Hospital Militar pidió que se 
anulara mi acta. Ahí no está el acta de solicitud. Fíjese el señor Senador quién le solicita a la escribana 
que tome esa declaración. 


SEÑOR TAJAM..- Aquí tengo un acta de comprobación. 


SEÑOR GIANERO.- Pero antes de eso tiene que haber un acta de solicitud, donde alguien le pide al 
escribano que levante el acta. 


SEÑOR TAJAM.- El acta de solicitud dice: «En la ciudad de Montevideo el día nueve de junio de dos 
mil catorce, ante mí, Nashenka Pereira Gadea, Escribana Pública comparece la señora Silvia Loreley 
Santana Benítez» (...); se trata de la Presidenta del Sindicato de Enfermería del Uruguay. 


SEÑOR GIANERO.- Es decir que no fue la persona la que hizo la declaración, sino que del Sindicato 
de Enfermería vinieron a pedirle que hiciera esa declaración. 


SEÑOR TAJAM.- Es como si el Gerente de la empresa le pidiera a usted que lo hiciera. 


SEÑOR GIANERO.- Pero esa señora no es funcionaria de la empresa. En el acta ella dice que no 
autoriza a que se utilice su nombre y en algún lado dice que rechaza. ¿Qué es rechazar? Ella en 
ningún lugar niega que haya declarado eso. 


SEÑOR RUBIO.- Ya hemos dicho que tenemos un tiempo acotado. Además, la norma de la Comisión 
es escuchar a las dos partes y después analizar qué acciones se pueden llevar a cabo. 


SEÑOR TAJAM.- Exactamente. Por eso en esta reunión simplemente estamos haciendo preguntas, 
para que los comparecientes dejen la constancia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para nosotros es muy importante escuchar al Ministerio, y no es bueno que 
acortemos el tiempo de que dispondrá. Además, sobre caliente -como se dice comúnmente- 
estaríamos en muy buenas condiciones de preguntar, ya que muchas veces somos como los 
defensores del diablo. 


SEÑOR INSAUSTI.- De acuerdo. Solo preciso unos segundos para finalizar mi intervención. 


El Senador Lorier decía que en una división de cuatro personas, tres estaban sindicalizadas. 
En realidad no es así, pues los cuatro vendedores que había estaban sindicalizados, desde hace 
muchos años. Cuando comienzan las denuncias de acoso, porque pedimos, recién allí uno se va y 
quedan tres. Si Gramón Bagó va a despedir a alguien, no le avisa que lo va a hacer, ni le dice que si 
hay alguien más grande, que lo vaya a defender, no lo despide. Cuando se tienen razones para 
configurar un despido, el mismo se efectiviza. No sé de dónde sacó el señor Gatto la información de 
que íbamos a efectivizar el despido. Es cierto que en esa área hay cuatro vendedores, pero son trece 
personas. También existe cierta proporcionalidad, porque en el total de la compañía podemos contar 
40, de un total de 220. No necesariamente se da la proporcionalidad en todos los lugares y, además, 
eso no nos importa, porque el empleado tiene el derecho a estar sindicalizado, eso nos parece muy 
bien y no tiene nada que ver con su rol. Es decir, yo no voy a decir que los sindicalizados mienten, 
porque el que miente lo hace y no tiene nada que ver con que esté sindicalizado o no. 


He escuchado varias veces algo que no sé de dónde sale, pero quiero aclarar que yo no 
despedí un comité de base. Lo que sí puedo decir es que en febrero de 1993, fecha en que yo no 
estaba en la compañía, porque estaba de licencia, hubo un conflicto entre gente de planta y la 
dirección de la compañía, por un tema -creo que esto es así, pero no lo puedo corroborar porque el 
gerente ya no está- de paros perlados. En la industria farmacéutica los paros perlados son algo muy 
complicado, muy riesgoso y muy agresivo, porque no se puede dejar productos a medio fabricar. 
Según tengo entendido, en aquella época el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social se expidió 
diciendo que esos paros eran ilegales, y aparentemente la Dirección tomó la decisión de despedir a las 
personas que estaban haciendo dichos paros si no cesaban de hacerlos. No puedo dar más detalles 
sobre aquella situación porque realmente no los tengo; aquello no estaba bajo mi órbita. De modo que 
no tengo idea de qué es de lo que se está hablando. Únicamente puedo hacer memoria de eso, 
cuando volvimos. El señor Pérez y el señor Ravaglia sí tenían observaciones verbales, que terminan 
en acusación de acoso. 


Por esa razón, luego de lo ocurrido decidimos escribir lo sucedido porque la escritura elimina 
la subjetividad. Los cuatro vendedores estuvieron de acuerdo -cité a todos los vendedores- y lo dijeron 
delante de mí. 


Lo que usted menciona Senador acerca de que hace seis o siete años no es tan así. Sí 
ocurrió con uno de ellos, pero en el caso del otro, hace menos tiempo, hace cuatro o cinco años. 
Además, siempre estuvieron sindicalizados, no se sindicalizaron ahora; lo hicieron desde que entraron, 
y no hay ningún problema en que eso suceda. La compañía no tiene interés ni quiere que estén 
desafiliados. Es más, conocemos a muchísimas personas que se desafiliaron y nos hubiera gustado 
que no lo hicieran. ¿Por qué? Para contrapesar algún tipo de locura que se maneja muy sencillamente: 
si yo, que tengo determinados criterios, como no aguanto la presión ni otras cosas y me voy, dejo de 
tener peso en las decisiones. Si ustedes miran la gráfica que traje, allí se muestra lo que pasó. 
Entonces, ¿cuántos son los que deciden los destinos de 220 personas? Son 35. Eso nos parece mal. 


Nos parecería bien si lo hubieran definido los 100, 110 o 150 que deberían hacerlo. Por tanto, no tiene 
que ver con el hecho de que estén sindicalizados o no sindicalizados. 


Con relación a los premios, las ventas son de la división. Esto es así porque lo que ocurre es 
que si yo visito al doctor Lorier aquí -estoy poniendo un ejemplo hipotético-, otro vendedor lo visita en el 
Ministerio y, de pronto, el doctor trabaja en el Casmu, ¿a quién corresponde y dónde la venta de cada 
uno? Las ventas son por grupos. Es cierto que los únicos que trabajan en la línea son ellos, pero es al 


grupo. 


Y con respecto a nuestras máquinas, nosotros compramos, mantenemos, damos el service y 
entregamos la máquina a cambio de que nos compren nuestras tubuladuras. Somos los líderes del 
mercado. Son las mejores máquinas que existen y usan solo nuestras tubuladuras. Allí es donde está 
la inversión, el retorno y la calidad. 


Eso es lo que hace que si nosotros colocamos una bomba, ella empiece a producir y luego se 
le haga mantenimiento. No estoy restando méritos a un vendedor; tampoco estoy solo por el resultado 
juzgando si está bien o mal. Si mañana la línea no vende, no voy a echar a todos los vendedores 
porque son todos malos. Existen muchas razones por las cuales, a veces, los productos no se venden. 


Con respecto a las actas, no puedo hablar. Lo que sí les digo es que antes los partes eran 
orales y, por esa misma razón y para evitar la subjetividad, luego pasaron a ser escritos. 


SEÑOR CAMPOMAR.- Con respecto al tema de los premios, es como cuando el marido descubre que 
la mujer lo engaña. Usted le hizo un regalo el lunes, el martes se enteró de que lo estaba engañando y, 
por tanto, se divorcia. Entonces, uno le pregunta: «¿Y usted por qué se va a divorciar si la semana 
pasada le hizo un regalo?». Esto es lo mismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos su presencia en la Comisión. 
SEÑOR INSAUSTI.- Muchas gracias a ustedes. 


(Se retiran de Sala los representantes del laboratorio Gramón Bagó.) 
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